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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URIBE

Pereira, dieciséis de abril de dos mil nueve
Acta número 0024 del 19 de febrero de 2009
En la fecha, siendo las cuatro de la tarde, conforme fue programado en auto que precede, los suscritos integrantes de la Sala Laboral de Decisión y su Secretaria se constituyen en audiencia pública con el fin de resolver sobre la apelación concedida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira, del auto proferido dentro de la audiencia pública realizada el 20 de enero anterior, en el proceso ordinario laboral de doble instancia promovido por Hernando Antonio Contreras Ríos contra el Instituto de Seguros Sociales. 

El proyecto presentado por el ponente, discutido y aprobado tal como consta en el acta ya mencionada, da cuenta de estos

ANTECEDENTES

El señor Contreras Ríos pretende, por intermedio de apoderada judicial y a través de un proceso laboral de doble instancia, que se declare que el Instituto demandado es responsable de la reactivación del pago de su pensión de sobrevivientes, a partir del 1° de enero de 2003 en un 50% del salario mínimo que venía percibiendo desde el año 1981, cuando falleció su padre Heriberto Contreras Higuita, y a partir del 1° de enero de 2008, el 100% del salario mínimo, fecha en la cual dejo de recibir el 50% su madre Graciela Ríos de Contreras, toda vez que falleció el 13 de enero de dicho año; en consecuencia, solicita se condene al Instituto de Seguros Sociales al pago de su pensión en las condiciones enunciadas, con sus correspondientes intereses moratorios y costas procesales. 

Sostiene para así pedir, que el 26 de enero de 1981 falleció su padre, Heriberto Contreras Higuita, en virtud de lo cual, después de que el Departamento de Medicina Laboral del Instituto de Seguros Sociales declarase que padece de retardo mental, solicitó con su madre la pensión de sobrevivientes en su calidad de hijo del causante, prestación que le fue reconocida por medio de la Resolución N° 10884 del 27 de octubre de 1981 en un 50%; en el año 2000 le fue suspendido el pago de su porcentaje de la pensión sin razón legal, tratando por todos los medios de que fuese reactivado dicho pago, con resultados negativos; el 13 de enero falleció la madre del actor, Graciela Ríos de Contreras, procediendo su hermano a solicitar la pensión en su nombre, recibiendo como respuesta que debía adjuntar poder autenticado para ello. 

La demanda fue admitida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito el 26 de junio de 2008, fl. 22, ordenando correrla en traslado a la parte demandada.

Por intermedio de apoderado judicial, respondió la demandada, manifestándose respecto a los hechos y oponiéndose a las pretensiones; formuló la excepción previa Incapacidad o indebida representación del demandante y las de mérito que denominó Inexistencia de la obligación demandada y Prescripción.
Llegada fecha y hora para la realización de la audiencia prevista en el artículo 77 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, fl. 33, y una vez superado sin éxito el intento de conciliación, la juez de primera instancia, en la continuación de la misma, fl. 37, declaró probada la excepción previa Incapacidad o indebida representación del demandante, ordenando el archivo de las diligencias y la entrega de los anexos de la demanda. 
Consideró la falladora de primera instancia que del análisis de los documentos obrantes al infolio se desprende que el actor padece un trastorno mental, pues en virtud de ello le fue concedida la pensión por retardo mental, lo cual fue determinado por Medicina Laboral del Instituto de Seguros Sociales; dedujo que al no gozar de la plenitud de sus condiciones físicas y mentales, no puede el actor obligarse para nada, pues es una persona legalmente incapaz y sus actos no producen ni aún obligaciones naturales al tenor del artículo 1504 del Código Civil, haciéndose necesario que se adelante un proceso de jurisdicción voluntaria para que le sea asignado un guardador para que vele por sus derechos.

Contra esa decisión se alzó en apelación la apoderada sustituta del accionante, manifestando que éste se encuentra debidamente representado, conforme al artículo 101 numeral 4° del Código Civil, concordante con el 1505 ibídem; afirma que su representado padece un retardo mental que lo incapacita para trabajar, no para recibir su mesada pensional, pues conoce el dinero y su poder adquisitivo. 
Concedido el recurso, el expediente fue remitido a esta Sala, en donde se cumplió la ritualidad prevista en el artículo 42 de la Ley 712 de 2001, dando traslado común a las partes.

Sin que se advierta causal alguna de nulidad que obligue a retrotraer lo actuado, se procede a resolver la alzada.

CONSIDERACIONES
Con base en el artículo 1504 del Código Civil, decidió la a quo declarar probada la excepción previa de Incapacidad o indebida representación del demandante, al considerar que “ … el actor, no goza en su plenitud de sus condiciones físicas y mentales ya que no se puede obligar para nada, puesto que es una persona legalmente incapaz …”, fl. 37. (Subrayado nuestro)

Pues bien, pasa por alto la funcionaria lo estipulado en los artículos precedentes a aquel en que apoya su decisión.

El canon 1502 del ordenamiento civil, establece:

“Artículo 1502. Para que una persona se obligue a otra por un acto o declaración de voluntad, es necesario: 1. que sea legalmente capaz; 2. que consienta en dicho acto o declaración y su consentimiento no adolezca de vicio; 3. que recaiga sobre un objeto lícito; 4. que tenga una causa lícita.

La capacidad legal de una persona consiste en poderse obligar por sí misma, y sin el ministerio o la autorización de otra.” (Subrayado nuestro)
Por su parte el artículo 1503 ibídem indica:

“Artículo 1503. Toda persona es legalmente capaz, excepto aquéllas que la ley declara incapaces.” (Subrayado nuestro)

No obstante que obra en el expediente al folio 14, documento por medio del cual el Instituto de Seguros Sociales indica que el actor padece de retardo mental, lo cual lo incapacita totalmente para trabajar, dicho escrito no tiene la virtualidad suficiente como para deducirse que sea legalmente incapaz el señor Contreras Ríos, toda vez que dicha declaratoria solo puede ser emitida por la autoridad judicial competente, no siendo el caso del accionante, o por lo menos, lo contrario no ha sido probado en el proceso. 

Y es que mientras que una persona no haya sido objeto de interdicción judicial, su capacidad se presume; no basta con padecer una enfermedad mental para que automáticamente se declare a quien la sufre incapaz legalmente, es necesario adelantar el procedimiento de jurisdicción voluntaria pertinente, tal como lo señala el Código de Procedimiento Civil en sus artículos 649 y subsiguientes.

En palabras de los tratadistas Guillermo Ospina Fernández y Eduardo Ospina Acosta, en su obra Teoría General de los Actos Jurídicos, “ La regla general en materia civil es la de que toda persona es hábil para ejercer sus derechos y para realizar cualesquiera actos jurídicos lícitos. “Toda persona es legalmente capaz – reza el art. 1503 del Código Civil -, excepto aquellas que la ley declara incapaces.””  
Así las cosas, se revocará la decisión de primera instancia, para en su lugar declarar no probada la excepción de incapacidad o indebida representación del demandante y en su lugar, ordenar a la Juez Segunda Laboral del Circuito, continuar con el trámite del proceso.  
En mérito de lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, REVOCA el auto que por vía de apelación ha revisado, en su lugar DECLARA no probada la excepción de Incapacidad o indebida representación del demandante y ORDENA a la Juez Segunda Laboral del Circuito, continuar con el trámite del presente proceso.  
Sin costas por la actuación en esta Sede.

Decisión notificada en estrados.

Los Magistrados,
HERNÁN MEJÍA URIBE
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